Carta de Alejandra Matus al presidente de la República, Ricardo Lagos
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Documento
Cumpliré Dos Años de Exilio
La periodista y autora de

"El Libro Negro de la Justicia Chilena",

que por orden de la Corte Suprema

se encuentra prohibido de circular en Chile,

escribe desde Estados Unidos al Presidente Ricardo Lagos

una carta en la que solicita su intervención

para derogar las llamadas leyes de desacato.

por Alejandra Matus, desde Estados Unidos
Exmo. 

Señor Presidente 

Don Ricardo Lagos Escobar 

Palacio de la Moneda

Santiago de Chile 


Exmo. Señor:


Por razones de pudor profesional me ha sido difícil escribirle esta carta -similar a la que enviara a los Honorables Señores Presidentes de la Cámara de Diputados y del Senado de la República-, pero he decidido hacerlo en el convencimiento de que elevo la voz por todos los profesionales que a diario ven frustrado su deseo (y obligación) de informar a los chilenos sobre asuntos que les son esenciales.


Le escribo porque nuestro destino como periodistas, incluso nuestra identidad como personas, están ahora en sus manos. Pero, lo que es más importante, lo está la vigencia de la libertad de expresión, considerada por la doctrina internacional como el primer derecho: aquél en el que confían y descansan las demás garantías de vivir en una sociedad democráticamente organizada.

 
Como es de su conocimiento, el libro que escribí sobre la justicia chilena cumplirá dentro de muy poco dos años prohibido de circular en Chile, mismo tiempo que llevo viviendo en el exilio. Agotadas ya casi por completo las esperanzas en que el propio Poder Judicial revierta esta situación -injusta, arbitraria y violatoria de mis derechos humanos y de los derechos de todos los chilenos, según ha declarado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA- la posibilidad de enmendarla recae ahora tanto en el Gobierno de Chile que Ud. preside como en el Congreso Nacional.


Sé que Ud. ha unido la propuesta de derogar varios artículos de la Ley de Seguridad del Estado -que específicamente se han usado en mi contra- al proyecto de crear una nueva ley de prensa. Estoy consciente de que de aprobarse este doble proyecto mi situación personal cambiaría y podría regresar a Chile como una persona libre, cual es mi deseo.


Por las informaciones que he recibido, entiendo que la aprobación global del proyecto de Ley de Prensa parece dificultosa y además existe el riesgo que la legislación en cuestión cree problemas tan importantes como los que busca solucionar. No obstante, la distancia me impide analizar cabalmente los alcances de esa ley. Un enorme sentido de respeto por quienes han luchado tanto tiempo por aprobarla me indican que tampoco sería justo.

Impedida, por tanto, de formarme una opinión seria sobre ese proyecto e independientemente de su destino, he abrazado esta causa desde una perspectiva más simple y urgente: buscar la derogación de todas aquellas llamadas leyes de desacato (contenidas en la Ley de Seguridad del Estado, pero también en el Código Penal y en el Código de Justicia Militar), pues establecen una sobreprotección de las autoridades públicas en contra de la crítica ciudadana, contraviniendo los compromisos internacionales adquiridos por Chile y la obligación de un Estado democrático con sus ciudadanos. También me parece fundamental la derogación de las normas que permiten la censura pues, junto a las primeras, permanecerían en la legislación chilena aun después de aprobarse la mentada ley de Prensa.


Esta propuesta, cuya copia le adjunto, no es original. Recoge fundamentalmente las recomendaciones del relator especial para la Libertad de Expresión dependiente de la OEA; Santiago Cantón, y forman parte de una solución amistosa que le planteé al Estado de Chile en la queja que mantengo ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA. Incluso antes de que se abriera la posibilidad de un advenimiento en ese juicio internacional, formulé idénticas sugerencias a través de mi abogado a su Ministro Secretario General, don Claudio Huepe.


No dudo del genuino interés que Ud., como Presidente de la República, tiene en adecuar la legislación chilena a las exigencias de una sociedad plenamente democrática. Pero lo cierto es que, aunque pareciera más fácil derogar malas leyes que crear otras buenas, el Estado de Chile, como tal, hasta ahora ni siquiera ha dado acuso de recibo de la comunicación que se le envió a través de la OEA.


Sé que en casos recientes, la concordancia de criterios entre el Ejecutivo y el Parlamento ha demostrado que es posible aprobar en menos de una semana proyectos de ley mucho más complejos que la simple eliminación de normas anacrónicas y antidemocráticas. Sin embargo, no es mi labor recomendarle caminos de acción y mucho menos opinar sobre los tecnicismos de trámites y presentación de proyectos.


Por medio de esta carta, sólo le pido que considere esta propuesta que, de acogerse, evitaría al Estado chileno una agraviante condena por violación de derechos tan elementales y honraría a nuestras instituciones con el ejercicio del propósito más noble de la función pública: la defensa de los derechos humanos.


Respetuosamente, 

Alejandra Matus Acuña 

Periodista 

Autora de El Libro Negro de la Justicia Chilena
Saint Petersburg, Florida, 4 de enero del 2000

